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I. RELACIÓN DE LOS HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR LAS 

PARTES INTERVINIENTES EN EL PROCEDIMIENTO 

 

 

1. SOLICITUD DE RECONOCIMIENTO DE CRÉDITOS 

 

Mediante escrito presentado el 19 de junio de 2015, el Banco 

Interamericano de Finanzas (en adelante BANBIF), debidamente 

representado por su apoderado, señor Carlos Eduardo Cotera Solano, 

solicitó el reconocimiento de sus créditos ante la Comisión de 

Procedimientos Concursales del INDECOPI Lima Norte, frente a Servicios 

Frigoríficos S.A.C. (en adelante SERFRISA), al mantener créditos 

sustentados en un pagaré. 

 

El solicitante invocó el reconocimiento de S/.903,600.00 por concepto de 

capital y 3,705.49 por concepto de intereses compensatorios y moratorios, 

es decir, por un total de S/. 907,305.49. 

 

Asimismo, solicitó se le otorgue el tercer orden de prelación por el monto 

de US$ 225,000.00 conforme a la garantía hipotecaria y por el monto de 

US$ 250,004.89 conforme a la garantía mobiliaria, ambas constituidas por 

SERFRISA a su favor. 

 

Fundamentos fácticos: 

 

BANBIF indica que otorgó facilidades crediticias a SERFRISA, obligación 

que se encuentra representada en el Pagaré N° 1308685 de fecha 27 de 

febrero de 2015, girado por SERFRISA a la orden del BANBIF por la suma 

de S/ 907,305.49, con fecha de vencimiento el 11 de mayo de 2015. 

 

Respecto a las garantías, con fecha 23 de febrero de 2015 se otorgó la 

escritura ante Notario de Lima Cesar Fernando Loayza Bellido, mediante el 

cual, SERFRISA constituyó una hipoteca a favor del BANBIF, sobre el bien 

inmueble ubicado en Mz 73 Lt1, Zona Centro Poblado Jobito, distrito de 

Miguel Checa, provincia de Sullana y departamento de Piura, hasta por el 

importe de US$ 225,000.00, a fin de garantizar obligaciones de SERFRISA, 

la cual consta debidamente inscrita en la Partida N° 11061359 del Registro 

de Propiedad Inmueble de Sullana. 

 

Fundamentos jurídicos: 

 

BANBIF sustenta su pedido sobre la base de lo siguiente: 

 



• Artículos 37, 38, 39 y demás pertinentes de la Ley N° 27809 – Ley 

General del Sistema Concursal, sobre reconocimiento de créditos. 

• Artículo 42 de la Ley N° 27809 – Ley General del Sistema Concursal, 

sobre orden de preferencia. 

 

Orden de preferencia: 

 

Solicitó el otorgamiento del Tercer Orden de Prelación, hasta por la suma 

de S/. 907,305.49. 

 

Vinculación con la deudora: 

 

El BANBIF declaró bajo juramento no mantener vinculación con 

SERFRISA. 

 

Anexos: 

 

Se ofrecieron como anexos los siguientes documentos: 

 

• Copia de la Ficha RUC. 

• Copia de DNI del representante. 

• Copia legalizada de sus facultades. 

• Copia simple del Pagaré N° 1308685. 

• Testimonio de otorgamiento de garantía hipotecaria a favor del 

BANBIF. 

• Testimonio de otorgamiento de garantía mobiliaria a favor del BANBIF. 

• Liquidación de intereses. 

 

 

2. CONTESTACIÓN A LA SOLICTUD DE RECONOCIMIENTO DE 

CRÉDITOS 

 

Mediante escrito presentado el 31 de julio de 2015, SERFRISA, 

debidamente representada por su Presidente de Directorio, señor José 

Oswaldo Álvarez Chirinos, manifestó su oposición parcial a la solicitud de 

reconocimiento de créditos presentada por el BANBIF. 

 

Fundamentos facticos: 

 

Sobre el monto por capital 

 

SERFRISA reconoció el monto de la deuda asciende a la suma de 

S/.903,600.00 por concepto de capital representado mediante el Pagaré N° 



1308685 emitido el 27 de febrero de 2015 y con fecha de vencimiento el 11 

de mayo de 2015. 

 

Asimismo, refiere que dicha deuda proviene de un acuerdo de 

refinanciamiento celebrado entre SERFRISA y el BANBIF en febrero de 

2015, mediante el cual el banco realizo la conversión de su deuda en 

dólares americanos a soles, el cual, dio como resultado de mutuo acuerdo 

en la suma de S/.903,600.00 por concepto de capital, el mismo que sería 

cancelado mediante el pago de 12 cuotas mensuales con fecha de inicio el 

28 de marzo de 2015 y con fecha de término el 28 de febrero de 2016. 

 

En consecuencia, dicha deuda fue incorporado en el Pagaré N° 1308685 

emitido el 27 de febrero de 2015 por la suma de S/ 907,305.49, el cual 

incluye el capital e intereses, de conformidad con lo dispuesto en el contrato 

de hipoteca de fecha 23 de febrero de 2015. 

 

Sobre el monto por intereses compensatorios y moratorios 

 

Respecto de la solicitud de reconocimiento de créditos por concepto de 

intereses por la suma de 3,705.49, SERFRISA expresó su oposición 

manifestando que ha realizado el pago de las cuotas de intereses 

correspondientes al 28 de marzo de 2015, 28 de abril de 2015, 28 de mayo 

de 2015 y 28 de junio de 2015, que acreditan con la copia simple del 

Cronograma de Pagos del Préstamo N° 241101308685, recabado del portal 

web de BANBIF, en el que se aprecia el estado de pagado respecto de las 

referidas cuotas. 

 

Asimismo, manifestó que de conformidad con el artículo 17 de la Ley 

General del Sistema Concursal, a partir de la fecha de publicación a que se 

refiere el artículo 32, es decir, a la fecha de publicación en el Diario Oficial 

El Peruano de la situación de concurso de SERFRISA, se suspenderá la 

exigibilidad de todas las obligaciones que el deudor tuviera pendientes de 

pago a dicha fecha, no devengándose intereses moratorios por las mismas. 

 

En consecuencia, al no ser de aplicación los intereses moratorios es que 

se oponen al reconocimiento de créditos por concepto de intereses 

solicitados por el BANBIF. 

 

Sobre el tercer orden de preferencia y garantías 

 

SERFRISA indicó que constituyó en el mes de marzo de 2002 una prenda 

global y flotante por la suma de US$ 250,004.89 sobre: (i) 74.569 toneladas 

de mondongo, (ii) 54 toneladas de pierna de pavo, (iii) 55.786 toneladas de 



hígado y (iv) 49.667 toneladas de corazón, que consta inscrito en la Partida 

N° 11363390 del Registro de Prenda Global y Flotante de Lima. 

 

Posteriormente, indica que, en atención a una mejora de la garantía, a la 

significativa reducción de la deuda y previo acuerdo con el banco, se 

decidió sustituir la prenda global y flotante por una garantía inmobiliaria. Es 

así que, mediante escritura pública de fecha 23 de febrero de 2015 

constituyó hipoteca a favor del BANBIF hasta por la suma de US$ 

225,000.00 sobre el inmueble de su propiedad inscrito en la Partida N° 

11061359 del Registro de Propiedad Inmueble de Sullana. 

 

Asimismo, comunica que la garantía hipotecaria ha reemplazado a la 

prenda global, quedando esta segunda sin efecto, sin embargo, la entidad 

bancaria no ha cumplido con la formalidad de cancelar dicha garantía 

mobiliaria, acto que le correspondía realizar a partir del acuerdo arribado 

entre las partes que motivara el cambio de garantía, por lo que, SERFRISA 

mediante documento escrito presentado al BANBIF ha reiterado su pedido 

de levantamiento. 

 

Finalmente, SERFRISA solicitó a la Comisión de Procedimientos 

Concursales que solo reconozca el monto de US$ 225,000.00 por la 

garantía hipotecaria en el tercer orden de preferencia, y al saldo del crédito 

en el quinto orden de preferencia, tomando en consideración que sobre la 

prenda global y flotante existe un acuerdo entre las partes para su 

reemplazo por la garantía hipotecaria, por lo que, no debe ser tomada en 

consideración. 

 

Anexos: 

 

Se ofrecieron como anexos los siguientes documentos: 

 

• Copia simple del cronograma del plan de pagos emitido por el BANBIF. 

• Copia simple del cronograma de pagos del préstamo N° 241101308685 

recabado el 15 de julio de 2015 de la página web del BANBIF, en el que 

se aprecia que las cuotas del 28 de marzo de 2015, 28 de abril de 2015, 

28 de mayo de 2015 y 28 de junio de 2015 tienen estado de pagados. 

• Copia simple de la comunicación de fecha 13 de julio de 2015, 

entregada al BANBIF el 14 de julio de 2015, mediante el cual reitera 

que se levante la prenda.  



3. ABSOLUCIÓN AL ESCRITO DE OPOSICIÓN PARCIAL 

 

Mediante escrito presentado el 17 de agosto y 5 de octubre de 2015, el 

BANBIF, representado por el señor Víctor Hugo Mujica De la Piedra, 

absolvió el escrito de oposición parcial frente a su solicitud de 

reconocimiento de crédito y presentó una nueva liquidación de sus créditos 

solicitados considerando los pagos efectuados por SERFRISA. 

 

Fundamentos facticos: 

 

El BANBIF en su escrito de fecha 17 de agosto de 2015 alega a que, sobre 

los puntos 1 y 2 del escrito de oposición referidos al monto del capital e 

intereses, de conformidad con la cláusula décimo séptima del contrato de 

otorgamiento de hipoteca de procedió a dar por vencidos todos los plazos 

de la obligación que se solicita sea reconocida, por la causal referida a que 

la sociedad se encuentra sometida a procedimiento concursal. 

 

Asimismo, respecto al punto 3 del escrito de oposición referido a las 

garantías, indicó que el oponente ha mencionado que existiría un acuerdo 

que implicaba la sustitución de las garantías, sin embargo, no ha 

presentado medio probatorio alguno que acredite su dicho.  

 

Por lo tanto, el banco procedió a solicitar ante el Indecopi el reconocimiento 

de créditos indicando las garantías otorgadas a su favor a la fecha de 

publicación de la situación de concurso de SERFRISA, solicitando se tenga 

por absuelto el traslado y que sea reconocido su crédito. 

 

Finalmente, el banco en su escrito de fecha 05 de octubre de 2015 presentó 

una nueva liquidación de sus créditos solicitados considerando los pagos 

efectuados el 30 de marzo, 27 de abril, 11 de junio y 07 de julio de 2015, 

indicando que se ratifica en su solicitud inicial por la que solicito el 

reconocimiento de S/.903,600.00 por concepto de capital. 

 

Anexos: 

 

Se ofrecieron como anexos los siguientes documentos: 

 

• Copia de DNI del representante legal. 

• Copia legalizada de los poderes. 

• Liquidación de los pagos efectuados. 

  



4. SÍNTESIS DEL RECURSO DE APELACIÓN 

 

RECURSO DE APELACIÓN DE SERFRISA 

 

Mediante escrito presentado el 30 de octubre de 2015, SERFRISA, 

debidamente representada por su Apoderado, señor José Andrés Fuentes 

Pacheco, de conformidad con el artículo 115 de la Ley N° 27809 – Ley 

General del Sistema Concursal, al no encontrarse conforme con la 

Resolución N° 1079-2015/ILN-CCO de fecha 14 de octubre de 2015, 

emitida por la Comisión de Procedimiento Concursales del Indecopi de 

Lima Norte, la cual resolvió reconocer S/. 889,405.85 por concepto de 

capital en el tercer orden de preferencia, interpuso recurso de apelación 

con la finalidad de que el superior jerárquico la revoque. 

 

Fundamentos facticos: 

 

El recurso de apelación fue interpuesto en el extremo referido al primer 

punto resolutivo: 

 

Sobre la imputación de pagos 

 

SERFRISA en su escrito hace alusión a que, la Comisión habría incurrido 

en error al realizar la imputación de pagos, al establecer que la tercera 

cuota pagada por la deudora asciende a S/.8,775.75, cuando en realidad 

es S/.8,903.14. 

 

Consecuentemente, el crédito a reconocer por concepto de capital a favor 

del BANBIF descontando los pagos de las cuotas 3 y 4 seria de 

S/.889,258.46 y no de S/.889,405.85 como se resolvió en la resolución 

recurrida. 

 

Sobre el orden de preferencia 

 

SERFRISA reitera que la que la garantía hipotecaria reemplazó a la prenda 

global y flotante inicialmente constituida a favor de BANBIF, la misma que 

fue acordada por las partes de forma verbal, por cuanto debe considerarse 

esta segunda sin efecto. 

 

No obstante, el BANBIF no ha cumplido con su obligación formal de 

levantar la citada garantía mobiliaria pese a su comunicación reiterativa. 

 

Asimismo, es de notarse que la escritura pública de constitución de la 

prenda global y flotante tiene fecha 26 de marzo de 2002, presentada ante 

los registros públicos el 02 de abril de 2002 e inscrita el 19 de abril de 2002, 



por lo que dado el tiempo transcurrido es perfectamente comprensible que 

se encuentre sustituida por la garantía hipotecaria, restando que, la entidad 

financiera cumpla con la formalidad de levantar la misma. 

 

Adicionalmente a ello, la sustitución de la garantía se evidencia en el hecho 

que la deuda de SERFRISA se ha venido reduciendo en el tiempo, siendo 

el monto de la deuda a inicios del 2014 en la suma de US$ 750,000.00 y a 

febrero de 2015 en la suma de US$ 291,000.00, fecha en la que se acordó 

verbalmente la sustitución de garantías. 

 

Entonces, siendo que la deuda se ha reducido no existe razón por la que 

SERFRISA deba aumentar la garantía, por lo que, solo debe reconocerse 

en el tercer orden de preferencia a favor del banco la suma de US$ 

225,000.00 por la garantía hipotecaria, sin reconocerse la existencia de 

garantía adicional alguna. 

 

Finalmente, SERFRISA solicitó que, la Sala revoque el extremo apelado y 

reformándolo reconozca en el tercer orden de preferencia la suma de US$ 

225,000.00, monto garantizado por la hipoteca. 

 

RECURSO DE APELACIÓN DE BANBIF 

 

Mediante escrito presentado el 30 de octubre de 2015, BANBIF, 

debidamente representada por su Apoderado, señor Carlos Eduardo 

Cotera Solano, interpuso recurso de apelación contra la Resolución N° 

1079-2015/ILN-CCO de fecha 14 de octubre de 2015. 

 

Fundamentos facticos: 

 

Indicó que, no obstante que BANBIF y la deudora han coincidido en los 

montos materia de reconocimiento respecto del capital, mas no los 

intereses, la Comisión de Procedimientos Concursales ha resuelto 

reconocer el importe de S/. 889,405.85 por capital, señalando que los 

pagos realizados por la deudora deben imputarse conforme al artículo 1257 

del Código Civil. 

 

Asimismo, indica que de acuerdo al numeral 5 del artículo 38 de la Ley 

General del Sistema Concursal, al haber coincidencia entre lo expuesto por 

el deudor y el acreedor la Secretaria Técnica podrá emitir pronunciamiento 

respecto de la solicitud de reconocimiento de créditos, sin embargo, la 

comisión no ha tomado en cuenta dicho artículo. 

 

En ese sentido, la comisión debió emitir pronunciamiento sobre el acuerdo 

que existe entre las partes y no resolver distinto, por lo que, solicita que se 



revoque la apelada y se reconozca el importe de S/. 903,600.00 por 

concepto de capital en aplicación del numeral 5 del artículo 38 de la Ley 

General del Sistema Concursal. 

 

 

5. ABSOLUCIÓN A LOS RECURSOS DE APELACIÓN 

 

ABSOLUCIÓN AL RECURSO DE BANBIF 

 

Mediante escritos presentados el 11 de enero de 2016 y, 12 y 19 de mayo 

de 2016, SERFRISA absolvió el traslado del recurso de apelación 

interpuesto por BANBIF. 

 

Fundamentos facticos: 

 

Indica SERFRISA que, la posición del BANBIF se sustenta en el hecho de 

que SERFRISA ha reconocido el total de los créditos por concepto de 

capital, sin perjuicio de que se haya manifestado la oposición a los créditos 

invocados por concepto de intereses. 

 

Asimismo, señala que han realizado pagos de cuotas según el cronograma, 

por cuanto, debe tomarse en cuenta al momento de resolver, siendo que 

BANBIF no hizo alusión a este extremo, limitándose a reconocer solo el 

cronograma de pagos. 

 

Además, ha quedado acreditado que después de la publicación de 

insolvencia de SERFRISA se efectuó dos pagos correspondientes a la 

tercera y cuarta cuota del cronograma de pagos, razón por la cual debe 

imputarse dichos pagos a los créditos invocados por el BANBIF. 

 

Sin embargo, a pesar de que el criterio de la comisión es el correcto, en el 

extremo de la imputación de pagos, ha incurrido en error al señalar que el 

monto de la tercera cuota es de S/. 8,755.75, siendo el monto correcto el 

de S/. 8,903.14, tal como obra en el expediente. 

 

En relación al orden de preferencia, manifiesta que antes de la prenda 

global y flotante constituida mediante escritura pública de fecha 26 de 

marzo de 2002 inscrita en la Partida N° 11363390 del Registro de Prenda 

Global y Flotante de Lima, respecto del cual el BANBIF solicitó el 

otorgamiento del tercer orden de preferencia, ya existía dicha prenda global 

y flotante constituida mediante escritura pública de fecha 13 de septiembre 

de 2001 inscrita en la Partida N° 11316244 del Registro de Prenda Global 

y Flotante de Lima, es decir, se incurrió en duplicidad, ya que ambos 

instrumentos fueron otorgados por los mismos bienes compuestos por (i) 



74.569 toneladas de mondongo, (ii) 54 toneladas de pierna de pavo, (iii) 

55.786 toneladas de hígado y (iv) 49.667 toneladas de corazón. 

 

En ese sentido, al haberse detectado tal situación se solicitó al banco el 

levantamiento de la prenda duplicada, es decir, aquella inscrita en la Partida 

N° 11363390 del Registro de Prenda Global y Flotante de Lima. 

 

Consecuentemente, mediante escritura pública de fecha 30 de julio de 

2013, el banco procedió al levantamiento de la prenda inscrita en la Partida 

N° 11363390 del Registro de Prenda Global y Flotante de Lima. 

 

Por lo tanto, siendo que BANBIF solicitó el tercer orden sobre la garantía 

duplicada inscrita en la Partida N° 11363390 del Registro de Prenda Global 

y Flotante de Lima, que ha sido cancelada, esta no debe ser tomada en 

consideración. 

 

Adicionalmente, hizo una observación referente a que, al haberse remitido 

el recurso de apelación de la entidad financiera para que sea absuelto por 

la deudora, dicha tramitación implicaría que la comisión ha calificado tal 

recurso como uno de reconsideración. 

 

ABSOLUCIÓN AL RECURSO DE SERFRISA 

 

Mediante escrito presentado el 11 de enero de 2016, BANBIF absolvió el 

traslado del recurso de apelación interpuesto por SERFRISA. 

 

Fundamentos facticos: 

 

BANBIF indica que, la deudora al presentar su escrito de oposición ha 

reconocido adeudar el importe por capital de S/. 906,600.00, ya que solo 

se oponen a los créditos solicitados por concepto de intereses afirmando 

que han cumplido con el pago de cuotas de intereses conforme al 

cronograma. 

 

Asimismo, han presentado una liquidación que coincide con la presentada 

por SERFRISA, es decir, ambas partes coinciden con los pagos realizados 

y los créditos invocados. 

 

No obstante, la comisión resolvió reconocer el importe de S/. 889,405.85 

por capital, señalando que los pagos realizados por la deudora deben 

imputarse de conformidad con el artículo 1257 del Código Civil. 

 

Sin embargo, la comisión no ha tomado consideración a lo señalado en el 

numeral 5 del artículo 38 de la Ley General del Sistema Concursal, que 



indica que cuando hay coincidencia entre lo expuesto por el deudor y el 

acreedor se debe emitir pronunciamiento sobre dicho acuerdo y no resolver 

de manera distinta, siendo que debe revocarse lo resuelto y reconocer a 

favor de la entidad financiera el monto de S/. 903,600.00 por concepto de 

capital. 

 

Sobre el acuerdo que se afirma entre SERFRISA y el banco sobre la 

sustitución de la garantía mobiliaria por la hipotecaria, no ha presentado 

medio probatorio alguno. 

 

II. IDENTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS 

JURÍDICOS DEL EXPEDIENTE 

 

PAGOS INDEBIDOS 

 

Un punto no abordado ni analizado por la Autoridad Concursal, en ambas 

instancias, fue el pago indebido, y es que, de los propios documentos 

presentados por el BANBIF y SERFRISA se verifica que la deudora ha 

efectuado 4 pagos de cuotas según el siguiente detalle: 

 

1) S/. 8,008.95 pagado con fecha 30/03/2015 

2) S/. 8,871.27 pagado con fecha 27/04/2015 

3) S/. 8,903.14 pagado con fecha 11/06/2015 

4) S/. 9,143.89 pagado con fecha 07/07/2015 

 

De las cuotas antes descritas, se desprende que la primera y segunda 

cuota han sido pagadas antes del aviso de insolvencia publicado el 11 de 

mayo de 2015 en el Diario Oficial el Peruano, y que la tercera y cuarta cuota 

han sido pagadas con posterioridad al aviso en cuestión. 

 

En ese sentido, de conformidad con el numeral 17.1 del artículo 17 de la 

Ley General del Sistema Concursal, se suspende la exigibilidad de todas 

las obligaciones del concursado, es decir, no estaba obligada ni debía 

realizar los pagos de la tercera y cuarta cuota, toda vez que esto supone 

beneficiar a un acreedor en detrimento de otros. 

 

Espinoza y Atoche (2013), señalan sobre la suspensión de la exigibilidad 

de las obligaciones que: 

En conclusión, la suspensión de exigibilidad de obligaciones es una 

de las consecuencias peculiares que genera la difusión de la situación 

de concurso de un agente de mercado, razón por la cual los 



acreedores comprendidos en el procedimiento concursal quedan 

inhabilitados para actuar de manera individual frente a su deudor en 

crisis (lo que implica que no pueden iniciar un procedimiento judicial, 

arbitral o administrativo de cobro, o proseguir el que previamente 

hubiesen instaurado), quedándoles, por ende, solamente, la 

alternativa de atenerse a las reglas de actuación colectiva propias al 

procedimiento concursal. Esta suspensión tiene como propósito 

central el de dotar de viabilidad el desarrollo del procedimiento 

concursal, forzando a que cualquier decisión sea adoptada por el 

conjunto de los acreedores en la vía de negociación dentro del marco 

de una junta de acreedores, respecto a un patrimonio concursal 

íntegro e intacto. (p.223) 

Asimismo, de conformidad con el literal c) del numeral 19.3 del artículo 19 

de la Ley General del Sistema Concursal, el pago de las cuotas con 

posterioridad a la publicación de insolvencia estaría constituido como un 

acto ineficaz del deudor. 

 

En ese orden de ideas, tanto la comisión como la sala debieron abordar el 

tema del pago indebido en sus respectivas resoluciones, indicando que, al 

tratarse de pagos efectuados por el deudor con posterioridad a la 

publicación de su insolvencia, estos no debieron efectuarse, ya que, se 

estaría afectando a la masa de acreedores y a su real composición en la 

futura junta. 

 

Por lo tanto, siendo que la cesación de pagos es una situación anterior a la 

declaratoria de insolvencia y a la publicación en el diario oficial, los pagos 

de la tercera y cuarta cuota, con mayor razón son indebidos, y en 

consecuencia, no debieron tomarse en consideración ni debieron ser 

imputados a los créditos solicitados por el acreedor BANBIF. 

 

Para Alberto, M, y Alberto, J. (1998), respecto de la cesación de pagos 

señala que: 

Es decir, que se trata de un estado económico financiero; es el estado 

de un patrimonio que se revela impotente para hacer frente a los 

compromisos que sobre el gravitan. A los tribunales corresponde, 

discrecionalmente, la apreciación de los hechos o circunstancias 

reveladoras del estado de cesación de pagos. 



Ya hemos visto a través de los estudios sistematizados por Fernández 

que se desarrollaron tres teorías: materialista, intermedia y amplia.  

Superadas las dos primeras, simplificamos, limitándonos a los 

conceptos expuestos por la tercera, mundialmente aceptada. 

La cesación de pagos no es un hecho, no es el incumplimiento, ni 

tampoco una serie de incumplimientos, es un estado que 

normalmente preexiste a ellos. Su revelación coincidirá normalmente 

con ellos, pero no necesariamente. 

Resumiendo, aceptamos como definición la siguiente: El estado de 

cesación de pagos es sinónimo de insolvencia. Es la impotencia de 

un patrimonio, exteriorizada por hechos (calificados como 

reveladores) del deudor (comerciante o no, persona real o ideal de 

derecho) para satisfacer obligaciones inherentes a la actividad 

patrimonial (comercial o no, que puede incluir o no una o varias 

empresas). Así lo entendemos respecto del derecho objetivo vigente. 

(p.74) 

EVALUACIÒN DE INICIO DE PROCEDIMIENTO SANCIONADOR 

 

De la resolución de la segunda instancia, se desprende que la sala conmina 

a la comisión a evaluar el inicio de un procedimiento administrativo 

sancionador con motivo de los pagos efectuados por SERFRISA, toda vez 

que se estaría frente a una clara afectación al sistema concursal. 

 

Para Lizárraga (2018) afirma que: 

El sistema concursal está compuesto por una serie de instituciones 

jurídicas que operan de manera excepcional en el ordenamiento 

jurídico, toda vez que, la doctrina la reconoce por su particular 

naturaleza y excepcionalidad sustentados en los principios exclusivos 

referidos anteriormente como, señala Bonfanti y la Garrone “(...) 

principios que son propios y aún exclusivos del Instituto, tales como 

universalidad, colectividad e igualdad que buscan contrarrestar 

situaciones en donde el patrimonio de un agente económico es 

insuficiente para honrar sus obligaciones asumidas frente a los 



acreedores, por ende, dicho patrimonio en condiciones normales no 

podría, en muchos casos, satisfacer a la colectividad de sus 

acreedores. (p.39) 

La sala no lo reconoce directamente, pero hace una visible alusión a los 

pagos efectuados por la deudora con posterioridad a la fecha de su 

publicación de insolvencia. 

 

En ese sentido, este criterio de la sala constituye un contradictorio entre la 

parte considerativa y la parte resolutiva, toda vez que, en el desarrollo de 

su resolución admite como valida la imputación de los pagos efectuados 

con posterioridad a la fecha de declaratoria de insolvencia, sin embargo, 

indica en su parte final que se evalúe el inicio de un procedimiento 

sancionador por este mismo motivo. 

 

Estando a lo expuesto, se considera mejor que la sala haya resuelto no 

admitir los pagos efectuados con posterioridad a la fecha de declaratoria 

de concurso y además de ello, pedir que la primera instancia que evalúe el 

inicio de un procedimiento administrativo sancionador contra la concursada. 

 

TRASLADO DE LOS RECURSOS DE APELACIÓN POR PARTE DE LA 

PRIMERA INSTANCIA 

 

Se ha podido advertir que, en la tramitación del presente procedimiento que 

se ha trasladado los recursos de apelación por parte de la Comisión de 

Procedimientos Concursales del INDECOPI Lima Norte a los 

administrados, el cual, en principio no es competencia de la primera 

instancia administrativa. 

 

En los hechos y del propio expediente se puede constatar que, con fecha 

30 de octubre de 2015, SERFRISA y BANBIF presentaron sus recursos de 

apelación, respectivamente, los cuales debían ser calificados por la 

comisión en cuanto a los requisitos de admisibilidad y ser elevados, de ser 

el caso, al superior jerárquico. 

 

Sin embargo, la tramitación de estos recursos por parte de la comisión no 

fue como anteriormente se ha descrito, sino, la comisión mediante 

requerimientos de fecha 30 de diciembre de 2015 corrió traslado el recurso 

de apelación de SERFRISA al BANBIF, y viceversa, a efectos de que 

manifiesten su posición al respecto. 

 

Este extremo tal vez no cause el cambio en el sentido de la decisión final 

por parte de la administración, sin embargo, ha sido innecesario. 



 

TRASLADO DE LOS RECURSOS DE APELACIÓN POR PARTE DE LA 

SEGUNDA INSTANCIA  

 

Recibido el expediente vía apelación, la Sala Especializada en 

Procedimientos Concursales a través de proveídos de fecha 02 de junio de 

2016, corrió traslado los recursos de apelación a los administrados. 

 

En ese sentido, esta situación puede calificar como una vulneración al 

Principio de Celeridad, ya que las partes del procedimiento, incluido la 

propia entidad pública, deben dotar al procedimiento una dinámica 

constante y eficiente. 

 

Sin perjuicio de lo antes mencionado, la segunda instancia administrativa 

podía obviar el emplazamiento de los recursos de apelación toda vez que, 

de conformidad con el artículo 14.2.3 del TUO de la Ley del Procedimiento 

Administrativo General, se admite como supuesto de conservación del acto 

que, el acto emitido con infracción a las formalidades no esenciales del 

procedimiento, considerando como tales aquellas cuya realización correcta 

no hubiera impedido o cambiado el sentido de la decisión final en aspectos 

importantes, o cuyo incumplimiento no afectare el debido proceso del 

administrado. 

 

Es así que, en aras de un correcto de desarrollo y sin dilación del 

procedimiento, considero que la segunda instancia administrativa a través 

de un proveído, una constancia o documento afín, podía expresar que, 

siendo que la comisión ya se encargó de correr traslado a las partes los 

recursos impugnatorios respectivamente, la sala omitirá realizar lo propio, 

decisión sustentable en la conservación del acto y en el Principio de 

Celeridad. 

 

ACUERDO DEL DESTINO DE LA CONCURSADA 

 

En el proseguir del expediente, se ha podido verificar que la junta de 

acreedores decidió como destino de la concursada la disolución y 

liquidación. 

 

Indecopi, res. 0371-2019/SCO-INDECOPI, sobre el particular afirma que: 

La junta de acreedores es un órgano privado de carácter deliberativo 

y decisorio que constituye el órgano máximo de la decisión dentro del 

desarrollo de un procedimiento concursal, toda vez que a través del 

funcionamiento de este se formará la voluntad de la colectividad de 



acreedores con créditos reconocidos por la autoridad concursal. Para 

poder hacer efectivo el funcionamiento de la junta de acreedores, las 

decisiones adoptadas por el referido órgano concursal se rigen por el 

principio mayoritario, por el cual son los acreedores que representan 

la mayoría de los créditos reconocidos quienes hacen prevalecer su 

voluntad en el proceso, siempre que observen las normas imperativas 

del ordenamiento jurídico y el principio de buena fe. 

De esta manera la junta de acreedores constituye un espacio de 

negociación dentro del procedimiento, en el que los acreedores 

elegirán aquellos mecanismos que les permitan lograr la 

maximización del patrimonio del deudor sujeto a concurso, para con 

ello obtener la recuperación de sus créditos, adoptando decisiones 

que resultan beneficiosas para la colectividad de acreedores. Para el 

logro de dicho objetivo, el funcionamiento de la junta de acreedores 

se rige por la autonomía privada concedida a sus integrantes, de 

acuerdo con la cual los particulares se encuentran facultados a regular 

sus propios intereses mediante la creación, modificación o extinción 

de relaciones jurídicas de contenido patrimonial. 

Asimismo, Indecopi, afirma que: 

Dada la importancia de la intervención de los acreedores en un 

procedimiento concursal, por cuanto este constituye un proceso 

colectivo de cobro en el que interviene el deudor y los acreedores que 

hayan obtenido el reconocimiento de sus créditos en dicho 

procedimiento, la LGSC establece que la autoridad concursal es la 

encargada, a través del mecanismo de reconocimiento de créditos, de 

verificar las solicitudes presentadas por aquellos sujetos que se 

consideren titulares de derechos de crédito frente al deudor 

concursado para que, luego de realizar el análisis individualizado de 

los hechos y medios probatorios que sustenten la existencia, origen, 

titularidad, legitimidad y cuantía de tales derechos de crédito, proceda 

a reconocerlos como acreedores en el procedimiento y de esta 

manera, habilitarlos para participar en el concurso en defensa de sus 



intereses patrimoniales, a través de una serie de derechos 

económicos y políticos, cuyo ejercicio tiene como objeto último la 

recuperación de sus créditos comprendidos en dicho procedimiento 

(…) 

 El artículo 1 literal e) del Título Preliminar de la LGSC define como 

crédito al “derecho del acreedor a obtener una prestación asumida por 

el deudor como consecuencia de una relación jurídica obligatoria”, con 

la cual se verifica que la normativa concursal delimita la calificación 

de créditos pasibles de reconocimiento frente a un determinado 

deudor concursado, a todos aquellos derechos patrimoniales 

derivados de una relación jurídica obligacional, entendiéndose ésta 

como una relación de naturaleza personal que faculta al acreedor a 

exigir al deudor la ejecución de una obligación previamente asumida. 

En ese sentido, considerando la definición de crédito contemplada en 

la LGSC, se concluye que sólo los acreedores titulares de créditos 

frente al deudor, calificados como tales bajó la definición antes 

señalada, podrán obtener el reconocimiento de créditos y, por 

consiguiente, ser habilitados para incorporarse como parte 

interviniente del procedimiento concursal de dicho deudor. (Indecopi, 

res. 0442-2018/SCO-INDECOPI) 

Ugaz, Sal y Rosas y Almerco (1998) sostienen sobre la disolución y 

liquidación que: 

La disolución es el efecto de un acto o un hecho jurídico que se abre 

el proceso liquidatorio conducente a la extinción de la sociedad como 

contrato y como persona jurídica. En otro caso, Joaquín Rodríguez lo 

definía como la conclusión del vínculo social para todos los socios sin 

excepción. 

Ante esta diferencia de significados es pertinente mencionar a 

Garrigues Uria, que definía la disolución como aquel acto que genera 

como hecho fundamental y directo desatar el vínculo contractual que 

hasta un determinado momento ligaba a los socios, debemos 

mencionar que esta ruptura no es inmediata, sustenta su posición por 



la subsistencia de la Junta General de Accionistas en un proceso de 

liquidación social o liquidación concursal. 

Es preciso abordar la extinción de la sociedad, que supone la 

desaparición jurídica de la sociedad, que es la última fase y efecto de 

la vida societaria de una persona jurídica. Y se llega a esta última fase 

tras la constatación de la existencia de una causa de disolución, previa 

liquidación del patrimonio y división del capital líquido resultante. 

(p.291) 

Asimismo, la junta de acreedores, a consecuencia de la aprobación del 

destino de la concursada, aprobó el respectivo convenio de liquidación 

extrajudicial. 

Tanto el Plan de Reestructuración como el Convenio de Liquidación, 

constituyen los elementos fundamentales para el desarrollo y buena 

marcha de los procedimientos. Lo mismo sucede con el acuerdo que 

celebran los deudores personas naturales con sus acreedores. Por 

este motivo, y atendiendo a la informalidad que ha existido en la 

aprobación de los planes de reestructuración, se ha precisado que en 

este caso, al igual que en el de los convenios de liquidación, debe 

existir un documento concreto, suscrito por las partes, en función al 

cual se pueda medir el cumplimiento de los objetivos trazados. El 

documento, por su naturaleza, deberá cumplir con requisitos mínimos 

para su aprobación, fundamentalmente referidos al pago de las 

obligaciones y pacto de intereses (Arts. 47, 61 y 65). (Muñoz, 1997, 

p.63-65) 

En ese sentido, el liquidador designado se encargará de llevar el proceso 

de liquidación del patrimonio, que significa la realización o venta de todos 

los activos del concursado a efectos de poder pagar a los acreedores que 

forman parte del procedimiento concursal, hasta donde alcance. 

En efecto, de acuerdo al artículo I del Título Preliminar de la LGSC, 

dicha ley tiene por objetivo “la recuperación del crédito mediante la 

regulación de procedimientos concursales que promueven la 

asignación eficiente de recursos a fin de conseguir el máximo valor 

posible del patrimonio del deudor”. Asimismo, según el artículo II del 



mismo Título Preliminar la finalidad de los procedimientos concursales 

es “propiciar un ambiente idóneo para la negociación entre los 

acreedores y el deudor sometido concurso, que les permita llegar a 

un acuerdo de restructuración o, en su defecto, a la salida ordenada 

del mercado, bajo reducidos costos de transacción”. 

Lo antes señalado guarda directa relación con los principios de 

universalidad, colectividad y proporcionalidad, principios rectores del 

Derecho Concursal, consagrados en los artículos IV, V y V del Título 

Preliminar de la LGSC, respectivamente, a través de los cuales 

establece que los procedimientos concursales tienen efectos sobre la 

totalidad del patrimonio del deudor y busca la participación y beneficio 

proporcional de la totalidad de los acreedores involucrados en la crisis 

del deudor, priorizando el interés colectivo de la masa acreedores 

sobre el interés individual de cobro de cada acreedor. (Indecopi, 2015, 

res. 0004-2017/SCO-INDECOPI) 

Según Beaumont y Palma (2002) aseveran sobre el Principio de 

Universalidad que: 

Francisco Reyes Villamizar, señala que el principio de universalidad 

alude a la necesidad de que la totalidad de bienes del deudor se 

vincule el procedimiento concursal. A diferencia de las acciones de 

ejecución individual en las que el acreedor persigue únicamente 

aquellos bienes que puedan vincularse a la ejecución por medio de 

las medidas cautelares, en los procesos concursales en lograr la 

afectación de todos los bienes integrantes del patrimonio del 

concursado. Esta regla encuentra, sin embargo, como ya lo 

anotamos, algunas excepciones, dada la existencia de bienes 

excluidos del concurso por expresa disposición legal. (p.50) 

Sobre este punto considero que, desde la instalación de la junta de 

acreedores, se ha estado decidiendo sobre la base de porcentajes errados 

pero validados por la Autoridad Concursal, toda vez que se admitió como 

correctas las imputaciones de los pagos efectuados con posterioridad a la 

fecha de declaratoria de concurso. 



Conforme lo señalado la Sala en la anterior oportunidad, el 

procedimiento concursal constituye un procedimiento colectivo de 

cobro con naturaleza y estructura particulares y especialmente 

complejas, en tanto confluyen en el mismo una multiplicidad de 

pretensiones, intereses y relaciones procedimentales plurisubjetivas, 

las cuales varían y se van determinando en función a la fase en la que 

desarrolle dicho proceso. (Indecopi, res. 1380-2016/SCO-INDECOPI) 

Finalmente, es necesario precisar que, tal vez el monto imputado al capital 

sea uno ínfimo en comparación al resto de créditos reconocidos en el 

procedimiento concursal de la deudora, y que no haya sido determinante 

para una modificación considerable en los porcentajes de la junta de 

acreedores, sin embargo, como resultado habría sido calculado de forma 

incorrecta los porcentajes de participación. 

 

 

III. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES EMITIDAS 

Y LOS PROBLEMAS JURÍDICOS IDENTIFICADOS 

 

RESOLUCIÓN DE PRIMERA INSTANCIA 

 

La Comisión de Procedimientos Concursales del INDECOPI LIMA NORTE 

inició con buen criterio en el análisis de su resolución, sin embargo, hay 

puntos que fueron abordados parcialmente y otros que simplemente no 

fueron abordados. 

 

Sobre los créditos por capital 

 

Respecto a este extremo no hubo discusión, desde el inicio, tanto en la 

presentación de la solicitud de reconocimiento de crédito, en el escrito de 

contestación de la deudora, y de los documentos ofrecidos por las partes, 

se pudo verificar que el monto por capital adeudado era el de S/ 903,600.00. 

 

Para Indecopi, res. 0846-2017/SCO-INDECOPI sostiene que: 

El reconocimiento de créditos es un mecanismo procesal previsto en 

la LGSC, a través del cual quienes se consideran titulares de derechos 

de crédito sobre el patrimonio del deudor concursado deben presentar 

una solicitud ante la autoridad administrativa para ser reconocidos 

como acreedores y, de esta manera, poder participar en el concurso 

del deudor para la defensa de sus intereses patrimoniales. 



Es en este marco procedimental específico que la autoridad concursal 

verifica la existencia, origen, legitimidad, titularidad y cuantía de los 

derechos de crédito invocados para su reconocimiento y, por tanto, es 

durante el desarrollo del mismo que tales derechos son pasibles de 

ser discutidos o cuestionados por el deudor o por otros acreedores del 

concurso, sea oponiéndose a la solicitud de reconocimiento de 

créditos o a través de la interposición de los medios impugnatorios 

previstos en la LGSC. 

En ese sentido, de acuerdo al artículo 39.3 de la Ley General del Sistema 

Concursal, al ser un crédito sustentado en un título valor del cual se 

desprende claramente su cuantía, fueron reconocidos correctamente.  

 

Sobre los créditos por intereses 

 

En cuanto al cálculo de los intereses compensatorios, estos fueron 

realizados de forma correcta tomando en consideración desde la fecha de 

pago de la última cuota anterior a la publicación del aviso de insolvencia de 

la concursada en el Diario Oficial El Peruano, es decir, por el periodo de 13 

días.  Dicho interés compensatorio asciende al monto de S/. 3,705.49 a una 

tasa efectiva anual de 12%. 

 

Cabe precisar que, el monto por concepto de intereses compensatorios 

invocados por el solicitante es correcto, por lo tanto, este extremo no ha 

sido cuestionado por las partes, lo que fue materia de observación por parte 

de SERFRISA es que, el banco no había declarado que se habían 

efectuado el pago de 4 cuotas del cronograma de pagos. 

 

Imputación de pagos 

 

La comisión teniendo establecidos los importes por capital e interés 

compensatorio, que en su conjunto ascienden a la suma de S/. 907,305.49, 

de conformidad con el artículo 1257 del Código Civil, realizó la imputación 

de pagos deduciendo la tercera y cuarta cuota, sin embargo, incurrió en 

error al considerar que la tercera cuota era de S/. 8,775.75, error que fue 

expresado en su parte resolutiva, al concluir que el monto total a reconocer 

por concepto de capital ascendía a S/. 889,405.85. 

 

En relación a ello, la imputación de pagos efectuados con posterioridad al 

inicio de procedimiento concursal están prohibidos y no debió admitirse, 

toda vez que se estaría favoreciendo a determinados acreedores llevando 

al procedimiento a la desnaturalización de sus propósitos.  



En el derecho español la función principal del concurso de 

acreedores, reconocida así por la mayoría de la doctrina, y es la 

llamada función solutoria, es decir, la satisfacción de los acreedores 

del deudor insolvente, mediante un convenio o a través de la 

liquidación de los bienes y derechos del deudor y el pago a los 

acreedores con el líquido contenido. Esta función solutoria convive 

con la continuación del ejercicio de la actividad profesional o 

empresarial del deudor, la función conservativa del concurso, que es, 

sin embargo, dependiente de la primera, ya que la continuidad de la 

empresa no puede lograrse a costa de la satisfacción de los 

acreedores. Es por ello que se ha afirmado que, entre el “interés del 

concurso” y el “interés del deudor” a la continuidad de la actividad, la 

Ley Concursal da prevalencia al primero. (Nieto, coord.., 2012, p.48) 

Sobre las garantías y el tercer orden 

 

En relación a este extremo, BANBIF solicitó el otorgamiento del tercer 

orden de preferencia en consideración a que contaba con dos garantías a 

su favor, la primera, una hipoteca inscrita por la suma de US$ 225,000.00, 

y la segunda, una garantía mobiliaria por la suma de US$ 250,004.89. 

 

Al respecto, sobre la garantía hipotecaria no hubo ninguna objeción, por el 

contrario, el deudor reconoció su existencia y vigencia, sin embargo, se 

opuso a la garantía mobiliaria representada por una prenda global y 

flotante, sobre la cual manifestó que existía un acuerdo verbal con la 

entidad financiera por la cual habían pactado su reemplazo por la garantía 

hipotecaria, por lo tanto, esta garantía mobiliaria no debía ser considerada 

por la comisión, afirmación que no fue acreditada en el expediente 

administrativo. 

 

En atención a ello, la comisión finalmente resolvió otorgar el tercer orden 

de preferencia de conformidad con el artículo 42.1 de la Ley General del 

Sistema Concursal, sobre ambas garantías. 

Hasta este punto se puede calificar la decisión de la comisión correcta, ya 

que, a pesar de que el deudor afirmaba que la garantía mobiliaria no podía 

tomarse en cuenta porque esta había sido reemplazada por la garantía 

hipotecaria de acuerdo a lo convenido con la entidad financiera, esta 

afirmación no llego a corroborarse documentalmente. 

 



Puede decirse que, la intención del banco fue clara, pretendía se le otorgue 

el tercer orden de preferencia hasta por la suma de ambas garantías, ya 

que, siendo que la deudora está sometida a concurso no podía ejecutar su 

crédito garantizado como en un proceso ordinario, y prefería cubrir la 

totalidad de su crédito en el tercer orden a efectos de tener prioridad en el 

cobro de su crédito a través del procedimiento concursal. 

 

En relación a lo anterior, las ejecuciones pueden ser singulares y colectivas 

cuando: 

2. Ejecución singular y colectiva - La ejecución forzosa puede ser 

singular o colectiva. Es singular cuando, promovida por un solo 

acreedor, tiende a proteger su interés particular (realización de su 

particular derecho de crédito) y recae sobre determinados bienes del 

deudor que el acreedor accionante haya elegido (o deba de elegir) 

como objeto de su acción (art. 48 C. P. C.). Esta noción no ha de 

entenderse en sentido absoluto, en tanto que también en la ejecución 

singular puede estar interesada una pluralidad de acreedores; y no 

sólo en el caso de que los procedimientos sean varios, sino también 

cuando otros acuden a instar su derecho de crédito en el 

procedimiento ya iniciado, para concurrir (con el actor) a la realización 

de su crédito sobre los bienes objeto de ejecución, y ello en actuación 

de aquel común derecho reconocido en el citado art. 2.741 (concurso 

de acreedores en la ejecución singular) (4). Para que puede existir 

concurrencia de acreedores, tanto en la ejecución singular como en la 

colectiva, es precisa la participación el mismo procedimiento de una 

pluralidad de acreedores, con la finalidad de realizar su propio crédito 

insatisfecho (5); el concurso es el medio por el cual se resuelve el 

conflicto, actual o potencial, entre los concurrentes singulares, cada 

uno de los cuales ejercita una pretensión que colisiona con los demás, 

en cuanto eventualmente podría impedir o limitar su satisfacción; el 

conflicto es connatural el concurso, y existe por el solo hecho de que 

varios acreedores tienden a obtener su satisfacción sobre los mismos 

bienes del deudor: hipótesis ésta que excluye la del procedimiento 

ejecutivo litiscondorcial (6). (Provinciali, [1958]. p.33-34) 



Sin perjuicio de lo antes manifestado, es de notar la negligencia incurrida 

tanto por el acreedor solicitante, el deudor concursado y la Autoridad 

Concursal, y esto debido a que, a la fecha de publicación del aviso de 

insolvencia en el Diario Oficial el Peruano, la garantía mobiliaria ya se 

encontraba cancelada e inscrita, empero, esto no fue advertido por: (i) el 

acreedor al momento de solicitar su reconocimiento de créditos, y sumando 

el hecho de que fue propiamente el acreedor quien en su momento otorgó 

la escritura pública de levantamiento de la garantía a mobiliaria, (ii) por el 

deudor concursado, a pesar de que fue este quien solicitó al acreedor que 

extienda la escritura de cancelación respectiva, y (iii) por la propia Comisión 

de Procedimientos Concursales, quien tiene la capacidad material de 

acceder a la publicidad registral por medios electrónicos, ya que en la 

práctica esto se ha verificado en diversos expedientes concursales. 

 

Entonces, se puede concluir en que la omisión por parte de estos tres 

agentes respecto a este extremo llevo a la comisión a reconocer un tercer 

orden inexistente. 

 

Esta situación fue finalmente superada en la instancia superior, sin 

embargo, debe tomarse en cuenta que la no advertencia de esto 

configuraría una grave afectación al Principio de Igualdad o 

Proporcionalidad, que ya se estaría dotando de una mejor posición a un 

acreedor frente a otros. 

 

Lozano (2015), al respecto señala que: 

A los acreedores se les debe dispensar un trato igualitario en la 

distribución de las ganancias y pérdidas resultantes de todo proceso 

concursal, ya que lo más razonable y justo es que las pérdidas sean 

soportadas equitativamente. 

Dentro de los principios concursales rige el trato igualitario en la 

distribución de la pérdida, “par conditio creditorum”. Fuera de él rige 

el principio de quien llega primero cobra antes, “prior in tempore potior 

in iure”. 

El proceso tiene por objetivo mantener la igualdad entre los 

acreedores, garantizando que todos sean pagados en igual forma, 

proporción y plazo, salvo las preferencias legales establecidas en el 

art. 42 de la LGSC. (p.179-180) 

 



Sobre las la parte resolutiva 

 

Mediante Resolución N° 1079-2015/ILN-CCO de fecha 14 de octubre de 

2015 expedida por la Comisión de Procedimientos Concursales del 

INDECOPI Lima Norte, se resolvió: 

 

Primero. -  Reconocer a favor del BANBIF el monto de S/. 

889,405.85 por concepto de capital en el tercer 

orden de preferencia. 

 

Segundo. -  Declarar infundada la solitud presentada en lo 

demás que contiene. 

 

Tercero. -  Declarar que el BANBIF no mantiene vinculación 

con la deudora. 

 

Cabe precisar que se ha omitido señalar en la parte resolutiva hasta que 

monto corresponde el tercer orden de preferencia, que según el análisis de 

la comisión, debió ser el monto la suma de la garantía hipotecaria y el de la 

garantía mobiliaria, es decir, hasta por la suma de US$ 475,004.89. 

 

RESOLUCIÓN DE SEGUNDA INSTANCIA 

 

La Sala Especializada en Procedimientos Concursales del Tribunal de 

Defensa de la Competencia y de la Propiedad Intelectual del Indecopi, 

emitió una resolución con un análisis correcto, sin embargo, tampoco 

abordo temas necesarios. 

 

Sobre el capital, intereses e imputación de pagos 

 

Respecto a este extremo, la segunda instancia indicó que a los créditos por 

capital e intereses compensatorios si se debe efectuar las imputaciones de 

acuerdo a lo regulado en el artículo 1257 del Código Civil, ya que, los pagos 

de la tercera y cuarta cuota fueron sustentados documentalmente tanto por 

BANBIF como por SERFRISA. 

 

Asimismo, que de la revisión de los reportes del estado de cuenta se verifica 

que los montos de la tercera y cuarta cuota son de S/. 8,903.14 y S/. 

9,143.89 respectivamente, por lo que, la imputación de pagos debe ser por 

un total de S/. 18,047.03, siendo la imputación primero a los intereses y 

después al capital. 

 

 

 



Sobre las garantías y el tercer orden 

 

En relación a este extremo, de los documentos presentados por SERFRISA 

se dejó constancia que la prenda global y flotante efectivamente había sido 

cancelada por la entidad financiera e incluso obra inscrito en los registros 

públicos respectivos antes de la declaratoria de insolvencia de la 

concursada. 

 

En ese sentido, de conformidad con el artículo 42.1 de la Ley General del 

Sistema Concursal, la hipoteca constituye la única garantía en virtud del 

cual se debe otorgar el tercer orden de preferencia a los créditos 

reconocidos a favor del banco. 

 

Por cuanto, la sala decidió revocar la resolución recurrida en grado y 

reformándola reconoció a favor del BANBIF el monto de S/. 889,258.46 por 

concepto de capital en el tercer orden de preferencia hasta por la suma de 

US$ 225,000.00, y la diferencia en el quinto orden. 

 

Sobre el inicio de procedimiento administrativo sancionador 

 

La sala acertadamente dispone en su parte resolutiva que la Secretaria 

Técnica de la Comisión de Procedimientos Concursales del INDECOPI 

Lima Norte evalúe la pertinencia de iniciar un procedimiento administrativo 

sancionador contra SERFRISA, en relación a la tercera y cuarta cuota que 

fueron pagadas con fecha posterior a la publicación del aviso de 

declaratoria de su insolvencia. 

 

En relación a esto, reitero que es una decisión atinada, por cuanto, de 

conformidad con el artículo 17.1 de la Ley General del Sistema Concursal, 

una vez publicado el aviso antes descrito opera el efecto legal de la 

suspensión de la exigibilidad de las obligaciones, que en buena cuenta 

ordena que los acreedores a no exigir el pago de sus créditos, en 

consecuencia, el deudor no debe realizar esos pagos. 

 

Asimismo, de conformidad con el literal c) del artículo 19.3 de la Ley 

General del Sistema Concursal, los actos y contratos a título oneroso, 

realizados o celebrados por el insolvente que no se refieran al desarrollo 

normal de su actividad, serán declarados ineficaces por el juez. 

 

En relaciona a ello, se cita que: 

Es por ello que la LGSC ha establecido un régimen de ineficacia 

concursal en virtud del cual la sanción aplicable a estos actos de 



disposición cuestionables efectuados por el deudor es la ineficacia. 

Este modelo de ineficacia concursal (o ineficacia “falencial”, como 

prefieren algunos autores) ha sido adoptado en el art. 19 de la LGSC. 

El régimen de ineficacia de la LGSC puede dividirse en dos grandes 

rubros: la regulación del denominado “periodo de sospecha” 

(art.19.1), es decir, de un periodo anterior al inicio del concurso del 

deudor en el cual los actos de disposición patrimonial son 

“sospechosos” y pueden ser cuestionados y revisados; y el periodo de 

ineficacia propiamente dicho (art. 19.3) que transcurre entre el inicio 

del procedimiento concursal y el nombramiento, por la Junta de 

Acreedores, del administrador del deudor o del liquidador, según se 

decida la reestructuración o la liquidación. Este segundo periodo no 

es realmente un periodo de “sospecha” puesto que, como veremos, 

en este caso basta la realización de un acto prohibido para que este 

sea susceptible de ser declarado ineficaz. (Puelles, 2013, p.57-58) 

En ese sentido, se puede colegir que, siendo el pago de la tercera y cuarta 

cuotas pagos indebidos por haberse realizado con posterioridad al aviso de  

declaratoria de insolvencia, estos no debían ser considerados por la 

autoridad concursal, en ninguna de sus instancias. 

 

  



IV. CONCLUSIONES 

 

1. La solicitud de reconocimiento de créditos del BANBIF por S/. 903,600.00 

por capital y S/. 3.705.49 por intereses compensatorios, ascendientes a un 

total de S/. 907,305.49, fueron establecidos y calculados de forma correcta, 

además de que, se llegaron a determinar documentalmente en el 

expediente con lo ofrecido por las partes. 

 

2. De los documentos presentados, se acreditó que SERFRISA realizó el 

pago de 4 cuotas del cronograma de pagos, de las cuales, las dos primeras 

fueron pagadas con fecha anterior a la publicación de insolvencia en el 

Diario Oficial El Peruano, y las dos cuotas restantes fueron pagadas con 

fecha posterior a este aviso. Tanto en primera y segunda instancia 

administrativa, coincidieron en que debían imputarse la tercera y cuarta 

cuota al total de los créditos invocados por BANBIF, por cuanto, finalmente 

se le reconoció a la entidad financiera el monto de S/. 889,258.46 por 

concepto de capital. 

 

3. Respecto al orden de preferencia, se les otorgó a los créditos del BANBIF 

la tercera prelación hasta por el monto de US$ 225,000.00, por cuanto se 

acreditó que solo mantenía vigente la garantía hipotecaria, más no la 

garantía de la prenda global y flotante, ya que esta última había sido 

cancelada incluso mucho antes del inicio del procedimiento concursal. 

 

4. La segunda instancia administrativa, en concordancia con la primera, 

decidido imputar la tercera y cuarta cuota al total de los créditos invocados 

por la entidad financiera, sin embargo, dispuso que se analice la pertinencia 

de iniciar un procedimiento administrativo sancionador contra el deudor 

concursado toda vez que estos pagos fueron realizados en un periodo en 

el que no le correspondía. Es decir, esta decisión supone un contradictorio 

ya que, por un lado, valida los pagos de la tercera y cuarta cuota 

imputándolos al crédito solicitado por BANBIF, y por otro, cuestiona dichos 

pagos solicitando se evalúe la pertinencia del inicio de un procedimiento 

sancionador. 

 

5. Se ha podido notar que en la tramitación del expediente la primera y 

segunda instancia han corrido traslado los recursos de apelación a las 

partes, sin embargo, la primera instancia no es la competente para ello, 

asimismo, la segunda instancia pudo obviarla en razón a la conservación 

del acto y al Principio de Celeridad. 
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